
104

Revista de Derecho de la Universidad Católica de la Santísima Concepción
Nº 45, 2024, pp. 104-116

ISSN digital 2735-6337

Notas sobre el seguro de responsabilidad 
civil con especial énfasis en el seguro de 
defensa jurídica

Notes on civil liability insurance with special 
emphasis on legal defense insurance

Jaime Ramírez Cifuentes
Universidad San Sebastián, Concepción, Chile.
Correo electrónico: jaime.ramirez@uss.cl. https://orcid.org/0000-0001-6177-0621

Recibido el 30/12/2024
Aceptado el 14/01/2025 
Publicado el 16/01/2025

http://doi.org/10.21703/issn2735-6337/2024.n45.06 

Resumen: El trabajo tiene por objeto realizar un aná-
lisis dogmático y comparado del contrato de seguro 
por responsabilidad civil, particularmente el contraí-
do por profesionales del derecho por los daños que 
puedan ocasionar tanto a sus clientes como a terce-
ros. Lo anterior permitirá dilucidar concretamente sus 
contornos, para lo cual nos abocaremos a estudiar su 
conceptualización legal, el riesgo como elemento sus-
tancial del seguro de responsabilidad, las cláusulas de 
delimitación temporal y un análisis particular del se-
guro de responsabilidad civil tomado por profesionales 
jurídicos.

PalabRas claves: Contrato de seguro, responsabilidad 
civil, responsabilidad profesional, seguro de responsa-
bilidad civil.

abstRact: The purpose of this paper is to analyze the civ-
il liability insurance contract, particularly the one con-
tracted by legal professionals for damages that may be 
caused to their clients and third parties. This will allow 
us to elucidate its contours, for which we will focus on 
its legal definition, the risk as a substantial element of 
liability insurance, the time limit clauses and a particu-
lar analysis of civil liability insurance taken out by legal 
professionals. 

Key woRds: Insurance contract, civil liability, profession-
al liability, civil liability insurance.
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I. IntRoduccIón

El derecho del contrato de seguros no es otra cosa que la sistematización de múltiples figuras con-
tractuales que tienen como factor común la subvención de una necesidad financiera futura y, además, 
incierta, si no en cuanto al surgimiento de la necesidad, al menos respecto a la época en que esta 
necesidad acaecerá. Bajo esta fórmula tan amplia, se agrupan figuras contractuales del todo disímiles, 
tales como los seguros de daños, de responsabilidad civil, de garantía o de vida.1 

Este trabajo se ocupará exclusivamente del seguro de responsabilidad civil, materia respecto de la 
cual se hace imperioso elaborar un análisis jurídico de su aseguramiento, el cual permite proteger al 
ocasionador del daño frente a terceros ante los cuales deba responder civilmente. Concretamente, el 
seguro de responsabilidad garantiza el pago de los daños y perjuicios de acuerdo con las definiciones, 
condiciones y términos establecidos en la póliza, y por los hechos derivados de los riesgos que se 
especifican en la misma.2

Si bien en Chile existe literatura relativa al contrato de seguro de responsabilidad civil,3 no se le ha 
dado un enfoque particular al seguro contratado por profesionales, muchos menos a los seguros de 
defensa jurídica contraídos por abogados. El trabajo se dividirá en dos partes: La primera (I), relativa a 
un estudio del contrato de seguro de responsabilidad civil; la segunda (II), sobre el seguro de respon-
sabilidad profesional, específicamente sobre el seguro que cubre los daños ocasionados por el letrado 
en el ejercicio de sus funciones.

II. algunas cuestIones geneRales del seguRo de ResPonsabIlIdad cIvIl

Del contrato de seguro de responsabilidad civil en general

Se ha definido tradicionalmente el seguro de responsabilidad civil como “un contrato por el cual el 
asegurador se compromete a garantizar al asegurado contra las reclamaciones de las personas con res-
pecto a las cuales pudiera ser exigible la responsabilidad de ese asegurado y contra las resultas de esas 
reclamaciones, a cambio del pago, por el asegurado, de una suma fija y por anticipado, la prima, debida 
generalmente por vencimientos periódicos”.4

En Chile, el seguro de responsabilidad civil se encuentra regulado en los artículos 570 a 5745 del Có-

1 Lagos (2014), p. 61.

2 Monterroso (2018), p. 141.

3 Contreras (2014), pp. 389 y ss.; y Barros (2020), pp. 1175 y ss.

4 Mazeud y tunC (1957), pp. 149 y 150, citado en Martínez (2023), p. 39.

5 El resto de las normas se encargan de establecer deberes al asegurado, como dar aviso en tiempo razonable al asegurador 
de toda noticia que reciba, sea de la intención del tercero afectado o sus causahabientes de reclamar indemnización, o de la 
amenaza de iniciar acciones en su contra; de las notificaciones judiciales que reciba, y de la ocurrencia de cualquier hecho o 
circunstancia que pudiere dar lugar a una reclamación en su contra (artículo 571); prohibirle aceptar la reclamación contraria 
o transigir, sin previa aceptación del asegurador (artículo 574); así como también la extensión de la cobertura (artículo 572) y la 
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digo de Comercio. La primera de estas normas ofrece una definición legal del mismo:

“Concepto. Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar los daños y per-
juicios causados a terceros, de los cuales sea civilmente responsable el asegurado, por un hecho y en los 
términos previstos en la póliza”.

Esta disposición, incorporada al Código de Ocampo por la Ley Nº20.667 –de 9 de mayo de 2013–, fue 
novedosa en nuestro medio, pues la versión original del código de 1865 no consideraba este seguro. 
Lo anterior, por cuanto en dicha época el seguro de responsabilidad civil estaba comenzando su de-
sarrollo en el mundo y era foco de críticas, reprochándose su peligrosidad para el orden público y las 
buenas costumbres, pues relajaría el cumplimiento de la obligación que los hombres tienen de obrar 
con cuidado, de poner todo su empeño en no causar daños a terceros, toda vez que el seguro de res-
ponsabilidad civil vendría a hacerse cargo de las consecuencias patrimoniales que las reclamaciones 
de las víctimas pudieran entablar en su contra.6

Con todo, en otras latitudes, esta especial modalidad del contrato de seguro fue incorporada mucho 
tiempo antes. 

En Argentina, la figura ya era reconocida en la Ley Nº17.418 (“Ley de Seguros”), de 1967, que en su artí-
culo 109 define al seguro de responsabilidad civil como: 

“Aquel en que el asegurador se obliga a mantener indemne al asegurado por cuanto deba a un tercer 
en razón de la responsabilidad prevista en el contrato, consecuencia de un hecho acaecido en el plazo 
convenido”. 

En Paraguay, el Código Civil de 1985 lo define en su artículo 1644: 

“Por el seguro de responsabilidad civil, el asegurador se obliga a indemnizar, por el asegurado, cuanto 
este llegue a deber a un tercero en razón de la responsabilidad prevista en el contrato, a consecuencia de 
un hecho acaecido en el plazo convenido”.7 

En España, se introdujo a su ordenamiento el 8 de octubre de 1980, por la ley 50/1980, de Contrato 
de Seguro (en adelante, indistintamente, Ley Española de Contrato de Seguro, o LECS).8 En el artículo 
73 de esta norma se define: 

“Por el seguro de responsabilidad civil el asegurador se obliga, dentro de los límites establecidos en la Ley 
y en el contrato, a cubrir el riesgo del nacimiento a cargo del asegurado de la obligación de indemnizar a 

defensa del asegurado (artículo 574). 

6 Contreras (2014), p. 389.

7 Para las diversas problemáticas surgidas en este país, véase antoLa-ortiz y Benavente (2017), pp. 77-106.

8 Para algunas reflexiones de reforma de esta ley, véase Peñas (2021), pp. 41-64. 
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un tercero los daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias 
sea civilmente responsable el asegurado, conforme a derecho”.

De esta definición se ha advertido que el elemento esencial de este tipo de seguro lo constituye la 
asunción por el asegurador del riesgo que gravita sobre el asegurado de quedar obligado, bien con-
tractual bien extracontractualmente, por una conducta o actividad propia de una persona de cuyos 
actos u omisiones deba responder, en la medida que así se contemple en la póliza, a indemnizar los 
daños y perjuicios causados a un tercero como consecuencia de la verificación de un hecho previsto 
en el contrato, por el que se delimita materialmente el objeto de la cobertura.9 Se trata, sin duda, de 
un auténtico factor de atribución de la responsabilidad.10

No debe confundirse el contrato de responsabilidad con el seguro de daños. El primero tiene por ob-
jeto que el asegurador pague al asegurado, o por cuenta de este, las indemnizaciones a que resultare 
obligado respecto de terceros por los daños y perjuicios objeto de la cobertura. El segundo, cubrir 
cierto tipo de daños, con prescindencia de si el hecho que los produce da lugar a responsabilidad civil 
por su producción.11

La idea fundamental de las pólizas de seguro de responsabilidad civil podría desdoblarse en dos fina-
lidades. La primera y principal, consistente en cubrir al asegurado de los riesgos que origine la clase 
de actividad que desarrolle, y llegado el momento asumir el asegurador las consecuencias de la obli-
gación reparatoria que nace con el daño y en relación al perjudicado por la injerencia en la esfera de 
su interés; la segunda, vendría a garantizar con el patrimonio de la compañía aseguradora que ningún 
dañado por la concreta actividad del asegurado quedaría sin resarcir, respondiendo de tal obligación 
con los bienes del asegurador, además de los del dañador.12 

En España, se ha entendido que el seguro de responsabilidad civil, en ocasiones, se concierta de for-
ma voluntaria por los particulares (como el seguro del hogar que incluye el de responsabilidad civil 
por daños causados por la vivienda; o el del propietario de un animal no peligroso que, sin embargo, 
quiere asegurar los posibles daños que pueda causar; el seguro de responsabilidad civil empresarial, 
etc.). En otros casos, se trataría de un contrato forzoso, en el sentido de que la ley que regula una 
actividad impone su concertación como condición para poder realizar esa actividad.13 

9 regLero (2008), p. 1352.

10 Yzquierdo (2001), p. 511.

11 Barros (2020), p. 1175. Para este autor, la finalidad práctica del seguro de responsabilidad civil es desplazar hacia el asegurador 
el riesgo de la pérdida patrimonial que nace para el asegurado en razón de la obligación reparatoria, en contraprestación por el 
pago de una prima. 

12 esteviLL (1990), p. 485. 

13 ÁLvarez (2022), p. 139. La autora aclara que la obligación de suscribir un seguro debe establecerse mediante normas con rango 
de ley, entre las que destaca el artículo 2.1 del Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación 
de Vehículos a Motor (8/2004, de 29.10); el artículo 55 de la Ley 25/1964, de 29.04, de Energía Nuclear; el artículo 27 de la Ley de 
Auditoría de cuentas (22/2015, de 20.07); el artículo 61.1 del Texto refundido 1/2015 e 24.07 e Ley de Garantías y uso racional de 
los medicamentos y productos sanitarios; el artículo 52.1 de la Ley 1/1970, de 4 de abril, de Caza; el artículo 127 de la Ley 48/1960, 
de 28.07, de Navegación Aérea; la Ley de Ordenación de la Edificación 38/1999, de 5.11, en su artículo 19.1; el artículo 131 de la Ley 
General de Defensa de Consumidores y Usuarios (1/2007, de 16.11) y; los artículos 24 y siguientes de la Ley de Responsabilidad 
Medioambiental 26/2007, de 23.10. En Chile, diversas normas imponen la obligatoriedad en la contratación de un seguro. Un 
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Se ha advertido que, si bien el seguro de responsabilidad civil nace para una función de simple propa-
gación de la responsabilidad, la práctica se ha ocupado de erigirlo en puro criterio de nacimiento de 
la misma: que los jueces se encuentran más propensos a condenar si detrás del demandado se halla 
una compañía de seguros, en supuestos en los que no está clara la certeza del daño o de la relación 
causal.14

B. El riesgo 

El artículo 73 inciso 1º de la Ley Española de Contrato de Seguro señala como riesgo a cubrir por el se-
guro de responsabilidad civil el nacimiento a cargo del asegurado de una obligación de indemnizar a 
un tercero, de manera que no cubre los daños sufridos por el asegurado. Reglero indica que este pre-
cepto contiene dos elementos que deslindan con mayor precisión el riesgo cubierto. Uno de carácter 
objetivo: que esos daños provengan de un hecho previsto en el contrato; otro de naturaleza jurídica: 
que el asegurado sea responsable del daño. Estos elementos serían los que integran el concepto legal 
de riesgo y, en consecuencia, de siniestro.15

En nuestro medio, el artículo 572 del Código de Comercio expresa que, salvo la existencia de una 
cobertura especial, “el monto asegurado comprende tanto los daños y perjuicios causados a terceros, 
como los gastos y costas del proceso que éstos o sus causahabientes promuevan en contra del asegura-
do” [inc. 1º] “Salvo pacto en contrario, la póliza no cubre el importe de las cauciones que deba rendir 
el asegurado, ni las multas o sanciones pecuniarias a que sea condenado” [inc. 2º]. De estos textos se 
ha concluido que el seguro de responsabilidad civil en nuestro ordenamiento cubre el riesgo de una 
deuda de indemnización o de resarcimiento referida a ciertos daños y perjuicios causados a terceros, 
pudiendo incluso estipularse en ausencia de culpa.16 En otras palabras, el riesgo cubierto es la pérdida 
patrimonial que el asegurado puede sufrir como resultado de una acción indemnizatoria iniciada por 
un tercero, que tenga por fundamento el régimen general de responsabilidad por negligencia o un 
estatuto de responsabilidad estricta.17 

III. el seguRo de ResPonsabIlIdad cIvIl PRofesIonal

A. Aspectos generales y cobertura

En España, el artículo 11.3 de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de Sociedades Profesionales (en adelante, 
indistintamente, LESP), impone la obligación de suscribir un seguro que cubra la responsabilidad en 
la que éstas puedan incurrir en el ejercicio de la actividad o actividades que constituyen el objeto 

listado de estas puede apreciarse en Barros (2020), p. 1195.

14 Yzquierdo (2001), p. 511.
15 reglero (2013), p. 222.
16 Contreras (2014), pp. 395 y 396.

17 Barros (2020), p. 1182.
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social.18 Claramente, la existencia del seguro no impedirá el perjuicio a los potenciales clientes o a ter-
ceros, pero reducirá las consecuencias que se producirían si las víctimas no pudieran ser resarcidas 
debido a la insolvencia de la sociedad ocasionadora del daño. Además, la mayor ventaja que propor-
ciona el seguro es que, conforme al 76 LECS, el perjudicado o sus herederos tendrán acción directa 
contra el asegurador para exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar. Esta acción no 
puede ser enervada por las eventuales excepciones que puedan corresponder al asegurador contra 
el asegurado. 

Esta ley no recoge una obligación similar para los profesionales que no circunscriben su actividad en 
una sociedad. Se ha sostenido que esta omisión se debe a que en numerosas profesiones la contrata-
ción de un seguro por parte de los profesionales liberales ya parece impuesta por determinadas leyes 
especiales, o bien por imposición del colegio profesional respectivo, lo que puede ocasionar ciertas 
dificultades de coordinación entre los seguros exigidos a la sociedad, por una parte, y al profesional 
liberal, por otra.19-20 

Una cuestión poco clara en la legislación española es si esta póliza cubre únicamente la responsabi-
lidad contractual o también se extiende a la aquiliana. El artículo 73.1 de la LECS no determina si su 
ámbito de aplicación es la responsabilidad contractual o se hace también extensivo a la extracontrac-
tual. Para Mate, ante este silencio del legislador habrá que estar a lo dispuesto en la póliza del seguro 
para conocer su cobertura, porque normalmente, sea de forma expresa o mediante la determinación 
del riesgo cubierto, permitirá conocer si el alcance del seguro cubre la responsabilidad contractual, la 
extracontractual o ambas.21 Con todo, si no es posible determinar el alcance el grupo con este criterio, 
la jurisprudencia ha estimado que la póliza cubre tanto los daños contractuales como extracontrac-
tuales.22-23

Esta problemática ha reforzado la propuesta de acercar los regímenes de responsabilidad contractual 
y extracontractual, pues en el contrato de seguro de responsabilidad civil la unificación de ambos 
estatutos demuestra sus conveniencias prácticas. En España, la pólizas han ido Paulatinamente aban-
donando la distinción, que las llevaba a dejar fuera de la cobertura los perjuicios causados en el marco 
del incumplimiento contractual.24 

18 Mate (2021), p. 39.
19 CresPo (2011), pp. 354 y 355.

20 En Colombia, dentro de las actividades en que la ley exige un seguro de responsabilidad civil, se encuentra el Seguro obligatorio 
de Riesgos Profesionales: ÁLvarez (2019), p. 30.

21 Mate (2021), p. 40.

22 Sentencia del Tribunal Supremo, de 10 de julio de 1997 (RJ 1997, 5822), citada en Mate (2021), p. 40.

23 En otras latitudes esta duda ha sido superada. Así, en Colombia, el seguro de responsabilidad civil comprende tanto el régimen 
contractual como extracontractual, aunque se ha discutido si en esta última sede es lícita la exclusión de la culpa grave en la 
cobertura. Véase vÁsquez (2024), pp. 290-310; isaza (2019), p. 208; e isaza (2011), p. 206.

24 Yzquierdo (2001), p. 527. Agrega al autor, que en dichos términos la cláusula sería oponible a terceros, mas no cabe duda de que 
un terreno acotado de un modo tan difuso, dada la anchura de la zona fronteriza entre ambas modalidades de responsabilidad, 
sólo puede llevar a problemas de delimitación insolubles.
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Como indica Yzquierdo: “[l]a adopción por parte de las compañías aseguradoras de una noción unitaria 
de la responsabilidad no sólo beneficia al profesional, sino también a las mismas aseguradoras; éstas po-
drán prever mejor el costo de una garantía voluntariamente incrementada, en vez de sufrir la carga mal 
calculada de una garantía impuesta por un juez que califica como extracontractual lo que en realidad 
era contractual”.25

En Chile, por su parte, se ha entendido que tanto la responsabilidad contractual como aquiliana pue-
den constituir un riesgo que puede ser cubierto por un seguro de responsabilidad civil.26 En este 
sentido, ambos regímenes de responsabilidad dan origen a una deuda de reparación de perjuicios 
similar. En el caso de la contractual, a través del seguro no se intenta asegurar el cumplimiento de la 
obligación del deudor, sino, por el contrario, garantizar el pago de los perjuicios que pueden surgir 
para el acreedor de la obligación incumplida. Con todo, en la práctica nacional la responsabilidad 
contractual es generalmente excluida de las pólizas. Así lo declaran en términos explícitos –por ejem-
plo– las pólizas profesionales.27

Esta restricción tiene relevancia principalmente para la responsabilidad acaecida del ejercicio de 
profesiones liberales, que usualmente se vinculan con sus clientes a través de contratos de prestación 
de servicios. Por esto, algunas pólizas, principalmente para profesionales como abogados o médicos 
declaran cubierto el riesgo de incumplimiento contractual; aunque también existen pólizas que res-
tringen a la responsabilidad extracontractual del asegurado.28

B. Las cláusulas claims made

Tratándose de la responsabilidad profesional, la tipología del perjuicio se caracteriza, frecuentemen-
te, por ser un daño no inmediato, sino que se manifiesta posteriormente en la verificación del hecho 
ilícito que lo ha provocado.29

Aunque las cláusulas claims made no son exclusivas a los seguros de responsabilidad civil profesional, 
es esta circunstancia la que hace frecuente su incorporación. 

Se denominan claims made aquellas cláusulas del contrato de seguro de responsabilidad civil en las 

25 Yzquierdo (2001), p. 527. Hay, no obstante, quien se niega a admitir la licitud del seguro de responsabilidad contractual. Se aduce 
que no sería admisible un seguro semejante, pues en él faltarían las notas de accidentalidad e imprevisibilidad propias del seguro 
de responsabilidad extracontractual. Los deudores contractuales deberían responder personalmente, pues lo contrario sería 
“desresponsabilizar” (sic) la deuda, aniquilando uno de los elementos de la obligación y haciendo legítimo por vías indirectas el 
incumplimiento de la obligación contractual [gonzaLez (1978), pp. 540 y ss.; citado en Yzquierdo (2001), p. 527]. 

26 taPia (2007), p. 77; Contreras (2014), p. 395.

27 taPia (2007), p. 77. A modo de contraste, el autor ejemplifica con la Póliza Suiza, que utiliza una confusa técnica, al señalar 
que la cobertura no se extiende a la responsabilidad contractual “que exceda la responsabilidad civil legal”. Se trataría –apunta 
Tapia–, de un error de redacción, porque tanto la responsabilidad contractual como la extracontractual son responsabilidades 
civiles con fuente en la ley. A lo que se estaría refiriendo es a un hecho que reviste al mismo tiempo el carácter de ilícito civil e 
incumplimiento contractual.

28 taPia (2007), p. 78.

29 Ferrante (2016), p. 229.
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que se prevé que el asegurador sólo está obligado a indemnizar cuando tanto el hecho dañoso como 
la reclamación del perjudicado se haga dentro del período de vigencia de la póliza, o bien dentro de 
un determinado plazo posterior a su extinción. En otra acepción, implica una modalidad del seguro 
de responsabilidad civil en la que el objeto de la cobertura y, en consecuencia, el siniestro, no es en 
estricto rigor el hecho dañoso, sino más bien la reclamación del tercero perjudicado.30 Se caracteri-
zan principalmente en que la reclamación por parte del asegurado debe ser efectuada mientras está 
vigente la póliza, no siendo necesario que el daño se produzca una vez contratado el seguro.31

El origen de estas cláusulas de delimitación de la cobertura del seguro de responsabilidad civil se 
encuentra en el derecho anglosajón. En esta versión purista, distinta a las derivaciones creadas en la 
práctica ibero-latinoamericana, es que en la práctica anglosajona el reclamo (claims) debe realizarse 
(made) vigente la póliza, o sea, que el reclamo se efectúe durante la vigencia de la póliza o con ante-
rioridad. La versión anglosajona, en este sentido, tiene una cobertura retroactiva, de carácter ilimi-
tado, de manera tal que se amparan siniestros ocurridos en el pasado, con la única limitación que no 
hubieran sido conocidos por el asegurado.32 

Está discutido en Chile si estas cláusulas tienen validez. Se ha propuesto que las cláusulas claims 
made serían nulas, en atención a que en virtud de los artículos 512, 513 letra t) y 521 del Código de 
Comercio, no cumplirían la exigencia de un riesgo acaecido durante la vigencia de la póliza. En efecto, 
en estas cláusulas se extiende retroactivamente la cobertura a un riesgo que ya se ha producido, por 
lo que no se observarían las exigencias básicas que la normativa mencionada exige a estos contratos. 
Por la validez de estas cláusulas, se ha dicho que estas no extienden o restringen el riesgo contractual, 
sino que lo que verdaderamente alteran es el contenido del contrato de seguro. Con todo, aun cuando 
se concediera esta postura, debe analizarse si es efectivo que el contratante continúe beneficiado en 
mayor medida que lo predispuesto en los artículos 512 y siguientes del Código de Comercio; de no ser 
así, la cláusula es nula.33

C. El seguro de defensa jurídica español

Ya en diversas latitudes se hace ineludible la necesidad de los abogados de tener concertado un segu-
ro de responsabilidad que dé cobertura al riesgo profesional. Esta necesidad se extiende no solo a los 
abogados en el ejercicio libre de la profesión, sino también a los abogados de empresa; a las mismas 
empresas, que pueden verse compelidas a responder por los perjuicios ocasionados por los letrados 
en el ejercicio de sus funciones, y a la Administración pública, en el mismo caso.34

El artículo 6º Ley 21/1990, de 19 de diciembre, “para adaptar el Derecho español a la Directiva 88/357/

30 regLero (2002), pp. 191 y 192.

31 Ferrante (2018), p. 50.

32 Martínez (2023), p. 46.

33 Ferrante (2018), p. 51.

34 ÁLvarez (2000), p. 198.

Revista de Derecho de la Universidad Católica de la Santísima Concepción
Nº 45, 2024, pp. 104-116



112

CEE, sobre libertad de servicios en seguros distintos al de vida, y de actualización de la legislación de 
seguros privados” incorporó a la LECS los artículos 76 a) a 76 g), englobados en una sección novena 
denominada Seguro de defensa jurídica. La incorporación de estos preceptos obedeció a la necesi-
dad de llevar a cabo la transposición en el ordenamiento español de la Directiva 87/344/CEE, sobre 
Coordinación de las Disposiciones Legales, Reglamentarias y Administrativas Relativas al Seguro de 
Defensa Jurídica. A su vez, esta Directiva ha sido derogada y sustituida, en esta materia, por la direc-
tiva 2009/138/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2009.35

El artículo 76 a) de la LECS/1980 otorga una definición de esta figura: “por el seguro de defensa jurídi-
ca, el asegurador se obliga, dentro de los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a hacerse cargo 
de los gastos en que pueda incurrir el asegurado como consecuencia de su intervención en un proce-
dimiento administrativo, judicial o arbitral, y a prestarle los servicios de asistencia jurídica judicial y 
extrajudicial derivados de la cobertura del seguro”.

El artículo 8.1 del Estatuto General de la Abogacía Española, de 2001, exigía como requisito para la 
colegiación “contratar un seguro de responsabilidad civil cuyo objeto será el de cubrir las responsabili-
dades en que pueda incurrir el Abogado por razón de su ejercicio profesional. Los Colegios de Abogados 
adoptarán las medidas oportunas para facilitar este aseguramiento. No obstante, el seguro no se exigirá 
a los profesionales que actúen exclusivamente al servicio de una Administración Pública o cuando la 
actividad profesional se ejerza exclusivamente por cuenta de otro que ya tenga asegurada la cobertura 
por los riesgos que comprende el ejercicio de la profesión”. 

Es dable tener presente lo dispuesto en el artículo 125 t) del Estatuto General de la Abogacía Española 
de 2021, que tipifica como infracción grave la falta de contratación de un seguro de responsabilidad 
para cubrir las responsabilidades en las que pueda incurrir en el ejercicio de la profesión y, por su 
parte, el artículo 129 califica como infracción muy grave la ausencia de seguro cuando se preste la 
Abogacía a través de una sociedad profesional.36

Sobre el particular, indica Díaz que respecto “de los perjuicios ocasionados por un letrado, la dirección 
jurídica del asegurado puede ser asumida por la aseguradora a través de dos figuras contractuales: el 
seguro de responsabilidad civil y el seguro de defensa jurídica. El primero se rige por el artículo 74 de 
la LECS y el segundo por los artículos 76 a) a 76 g) de la LECS. En la primera de estas modalidades, el 
asegurador, salvo pacto en contrario, asumirá la dirección jurídica frente a las reclamaciones dirigidas 
contra el asegurado, y en la segunda rige el principio de libre elección de profesionales por el asegurado. 
En el primer caso, la prestación de dirección jurídica forma parte, con carácter accesorio, del propio 
seguro de responsabilidad civil, mientras que, en el segundo, la prestación del asegurador constituye el 
objeto específico de un contrato de seguro autónomo; incluso desde el punto de vista formal se exige que 
sea objeto de un contrato independiente, y en el supuesto de que se incluya en el de responsabilidad civil, 

35 díaz (2021), pp. 463 y 464.

36 Véase Mate (2021), p. 39.
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que se configure un capítulo aparte dentro de la póliza única”.37 Así se colige del artículo 76 c) LECS, al 
indicar que ‘[e]l seguro de defensa jurídica deberá ser objeto de un contrato independiente. El contrato, 
no obstante, podrá incluirse en capítulo aparte dentro de una póliza única, en cuyo caso habrán de espe-
cificarse el contenido de la defensa jurídica garantizada y la prima que le corresponde”.

En Chile no existe norma jurídica que expresamente regule un seguro similar al de defensa jurídica 
española. No obstante, existe una Póliza de Seguro de Asistencia Jurídica, incorporada al Depósito de 
Pólizas bajo el código POL 1 03 011. Según su artículo 1º, conforme a esta póliza el asegurador debe 
cubrir los gastos y honorarios en que pueda incurrir el asegurado como consecuencia de la ocurren-
cia de algún o hecho o acontecimiento que le genere la necesidad de asistencia jurídica relacionada 
con las consultas legales, gestiones extrajudiciales y actuaciones judiciales expresamente previstas 
en esta póliza, según las materias que se detallan en el Título II “Descripción de la cobertura”. 

Si bien esta regulación tiene la misma amplitud que su símil español, su cobertura explícita es mucho 
más limitada. El artículo 15 de la Póliza sólo refiere siniestros relativos a accidentes de circulación, 
otros daños causados al vehículo, daños a mercancías transportadas, intereses en el ámbito familiar, 
daños extracontractuales a personas y/o cosas muebles, daños relativos a la vivienda y contratos de 
suministro. En atención a ello, esta póliza no sería extensiva a actividades jurídicas o a cualquier otra 
actividad profesional, como sí ocurre en el sistema español.

No obstante, pensamos que esta póliza de asistencia jurídica si puede extenderse a otras situa-
ciones allí contempladas. En primer lugar, al no tener este documento rango normativo, las partes 
pueden extender la cobertura a otras actividades, siempre que se observen las disposiciones legales 
atingentes al contrato de segur. En segundo lugar, la póliza indica en su artículo 15: “En virtud de 
este seguro la cobertura de asistencia jurídica que otorga la aseguradora, siempre y cuando esté indi-
cada en las Condiciones Particulares de esta Póliza, puede comprender las materias que se especifican 
en las siguientes subsecciones”. De esta redacción puede colegirse que las partes pueden alterar lo 
dispuesto en el documento, pudiendo restringirlo o bien extenderlo a otras situaciones no previs-
tas en la misma. 

Iv. conclusIones

El objeto del seguro de responsabilidad civil es, en primer lugar, dejar a cubierto el patrimonio del 
asegurado en el evento de que un tercero alegue el resarcimiento de los daños ocasionados por la 
mentada responsabilidad civil, y; en segundo lugar, otorgarle a la víctima del daño un segundo patri-
monio (el de la compañía aseguradora) en el cual poder exigir el resarcimiento de los perjuicios. 

Si bien en países como España la doctrina ha discutido si la extensión de la cobertura del seguro de 
responsabilidad civil se extiende a ambos regímenes de responsabilidad, en Chile y en otros países 
de Latinoamérica se ha entendido que el seguro perfectamente puede extenderse tanto a los daños 

37 díaz (2021), pp. 464 y 465.
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ocasionados con ocasión del incumplimiento de un contrato, así como también por los delitos o cua-
sidelitos cometidos por el asegurado.

Si bien el ordenamiento chileno obliga a ciertas actividades la contratación de un seguro de respon-
sabilidad civil, no existe norma análoga al artículo 11.3 de la Ley de Contrato de Seguros española, que 
impone la obligación de suscribir un seguro que cubra la responsabilidad en la que las sociedades 
puedan incurrir en el ejercicio de las actividades que constituyen el objeto social. Si bien dicha dispo-
sición no establece una exigencia a los profesionales liberales, se explica pues otras leyes especiales 
la establecen o bien los colegios profesionales imponen a estos tal obligación.

En lo concerniente a la actividad profesional jurídica, no existe en Chile disposición legal alguna que 
imponga a los letrados la obligación de contratar un seguro de responsabilidad civil o de asistencia 
jurídica, por cuanto el Código de Ética Profesional que regula la profesión de abogado en Chile carece 
de toda herramienta vinculante a aquellos letrados que no se encuentran colegiados.

Esta realidad discrepa totalmente de la legislación española, en que el artículo 125 t) del Estatuto Ge-
neral de la Abogacía Española tipifica como infracción grave la falta de contratación de un seguro de 
responsabilidad para cubrir las responsabilidades en las que pueda incurrir en el ejercicio de la pro-
fesión. Por su parte, el artículo 129 califica como infracción muy grave la ausencia de seguro cuando 
se preste la Abogacía a través de una sociedad profesional.

Una regulación más detenida en la materia podría aminorar el incesante incremento de acciones 
intentadas contra abogados tendientes a resarcir los perjuicios ocasionados a sus clientes por mala 
praxis. Si bien la normativa nacional vigente permite a estos profesional contratar voluntariamente 
una seguro de responsabilidad civil o una póliza de asistencia jurídica, se hace imperiosa la necesidad 
de que el legislador lo vuelva imperativo, o bien le otorgue competencias suficientes al Colegio de 
Abogados para imponer –al menos a sus colegiados– la contratación de estos seguros. 
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